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1. Introducción 
La polémica relativa al uso de la fuerza armada contra Irak no 
es una cuestión cerrada, sino que aun está abierta a los estudiosos de la 
materia en tanto que posible objeto de debate: uso legítimo y legal de 
la fuerza o, por el contrario, ilegítimo y contrario a la legalidad de la 
Carta de las Naciones Unidas. El profesor CARRILLO SALCEDO se 
ha preguntado si, a la luz de la crisis de Irak-Kuwait, el sistema de 
seguridad colectiva previsto en el Capítulo VII de la Carta de las 
Naciones Unidas se había convertido de la noche a la mañana en un 
sistema operativo y en este sentido comenta "la crisis de Irak-Kuwait 
puso de manifiesto que en los supuestos en que los Estados miembros 
permanentes del Consejo de Seguridad están dispuestos a permitir una 
acción colectiva en nombre de la Organización y en consecuencia 
ninguno de ellos ejercita su derecho de veto, nada excluye que el 
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Consejo de Seguridad aplique el Capítulo VII de la Carta de las 
Naciones Unidas, como prueban las resoluciones 665 y 678 en las que 
el Consejo autorizó el uso de la fuerza armada por parte de los Estados 
que cooperaron con Kuwait" . Ahora bien, la cuestión estriba en cómo 
se aplica el referido Capítulo VII de la Carta. 
2. La legalidad y la legitimidad en el uso de la fuerza contra Irak 
En este artículo se examinan dos cuestiones en íntima conexión: 
por un lado, la necesidad de la guerra del Golfo, es decir la cuestión a 
tratar reside en si el conflicto armado era innecesario y evitable, a raíz 
de como se estaba desarrollando el embargo y el bloqueo posterior, lo 
que constituye una cuestión de legitimidad y, por otro, la legalidad de 
la Resolución 678 (1990) que autoriza a los Estados miembros a que 
utilicen todos los medios necesarios para hacer valer y llevar a la 
práctica las Resoluciones de las Naciones Unidas. 
2.1. ¿Una guerra innecesaria y evitable? 
A pesar de que los argumentos alegados por el régimen de 
Bagdad para proceder a la invasión y ocupación de Kuwait son una 
pura falacia, cabe preguntarse sobre la necesidad de la guerra del 
Golfo. Las opiniones vertidas al respecto son de lo más variado y, de 
esta forma, mientras unos autores defienden la necesidad del conflicto 
armado, así como su legitimidad, otros lo rechazan de plano, califi-
cándolo de injusto e ilegítimo. 
En relación con los deseos expansionistas de Irak no cabe 
oponer nada, pues, como es notorio, los mismos vienen de lejos y 
además, para los defensores de la acción bélica, el régimen de Bagdad 
representaba una amenaza respecto a todos los países de la región, 
especialmente para Arabia Saudi e Israel. Por ello, con la intervención 
armada se trataba de impedir que el régimen iraquí extendiese su 
hegemonía, ya que de quedar en la impunidad, la anexión de Kuwait 
1. CARRILLO SALCEDO, J: Las Naciones Unidas en la encrucijada, en Razón y Fe, 
1993, núm. de mayo, pág. 540. 
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por Irak prometía otras posteriores, obedeciendo a una lógica de con-
quista, aunque esta última no sea evidentemente un modo legítimo de 
adquisición de dominio territorial. Para la postura pacifista, el conflic-
to armado en sí mismo no era necesario sino que se trataba de un 
conflicto injusto e inmoral. Injusto por la desproporción existente 
entre fines y medios e inmoral por la naturaleza intrínseca de toda 
violencia. 
En nuestra opinión, la opción de entablar un conflicto armado 
con Irak era, ante las distintas vías posibles para resolver la crisis, la 
peor de todas ellas, ya que dicho conflicto podía haberse evitado. 
Obviamente, la invasión de Kuwait por las tropas de Irak y la viola-
ción del Derecho internacional, era inaceptable, no podía ser tolerada 
y por ello debía ser sancionada y no debe olvidarse que la crisis del 
Golfo fue iniciada por Irak mediante una actividad —el uso de la 
fuerza contra otro Estado— ilícita y condenable, pero las sanciones 
económicas inherentes al embargo decretado por las distintas Resolu-
ciones de las Naciones Unidas había ya paralizado el 97% de las 
exportaciones iraquíes y de esta forma se habían obtenido unos 
resultados esperanzadores en cuanto a la solución pacífica de la crisis. 
Por tanto, los objetivos perseguidos por el Consejo de Seguridad, 
plasmados en sus Resoluciones, podían haberse alcanzado mediante la 
política de embargo y sanciones económicas, sin necesidad de recurrir 
a las armas. Empero, la estrategia del embargo y sanciones diplo-
máticas requería una paciencia que algunos Estados, principalmente 
Estados Unidos de América, parecía no tener. Dadas tales reflexiones, 
¿fue legítimo el uso de la fuerza armada contra Irak? 
La respuesta a la cuestión planteada requiere un planteamiento 
previo: en la actualidad el Derecho tiene unos rasgos característicos 
propios que permiten su distinción de la moral. Sin embargo, en 
numerosas ocasiones, los conceptos de legalidad y legitimidad se 
confunden fácilmente al tratar de considerar las normas jurídicas desde 
la perspectiva de la moral. Así pues, una vez planteada la cuestión, hay 
que afirmar que la legitimidad de las normas jurídicas puede plan-
tearse desde diferentes planos, a saber: a) el procedimiento de desig-
nación de las autoridades que dictan las normas jurídicas, b) el modo 
de elaboración de las normas jurídicas y c) el contenido de las normas 
jurídicas. 
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a) En relación al procedimiento de designación de las autorida-
des que dictan las normas jurídicas hay que señalar que si su acceso al 
ejercicio del poder se ajusta a determinadas pautas, esto es, el ajustarse 
a procedimientos democráticos, se dice que ese poder es legítimo. En 
este sentido, aunque los miembros integrantes del Consejo de Segu-
ridad acceden a tal posición mediante un procedimiento ajustado a 
unas pautas previstas en la Carta y, por tanto, el citado procedimiento 
parece inicialmente legítimo, la designación y especialmente el veto 
de las cinco grandes potencias lo convierte más bien en una decisión 
obligatoria que realmente democrática. 
b) En cuanto al modo de elaboración de las normas jurídicas 
debe sostenerse que el recurso al uso de la fuerza armada fue adoptado 
por el Consejo de Seguridad y, en este sentido, no puede desconocerse 
que tal medida fue adoptada por doce votos a favor (Canada, Colom-
bia, Costa de Marfil, Etiopia, Finlandia, Francia, Malasia, Reino 
Unido, Rumania, Estados Unidos, URSS y Zaire), una abstención y 
dos votos en contra (Cuba y Yemen). Como puede observarse, desde 
una perspectiva de los procedimientos de votación, se trata de una 
muy amplia mayoría y, si bien la Asamblea General no pudo expresar 
su postura al respecto, al tenor de lo dispuesto por el artículo 10 y 
siguientes de la Carta, a la luz de como se estaban desarrollando los 
acontecimientos, puede estimarse que una amplísima mayoría hubiera 
votado a favor de tal medida. Al respecto se estima que sería útil una 
modificación de la Carta permitiendo a la Asamblea General en casos 
semejantes expresar su parecer. 
c) El contenido de las normas jurídicas debe ajustarse al 
propósito o finalidad perseguido por las mismas. En este caso, la legi-
timidad vendrá vinculada a la idea de proporcionalidad de la norma: 
2. PINOL RULL, J y otros: Crisis y guerra del Golfo Pérsico: comentarios jurídicos, 
en Cuadernos Jurídicos, 1992, num. 1, pág. 36. "Respecto de la legalidad del 
procedimiento de adopción de la Resolución 678... la citada Resolución fue adoptada 
con la abstención de China —miembro permanente del Consejo de Seguridad—, lo 
que contravendría el número 3 del artículo 27 de la Carta, que requiere el voto 
afirmativo de los cinco miembros permanentes. Ahora bien, cabe señalar que el 
Tribunal Internacional de Justicia, en su Dictamen sobre Namibia, declaró que la 
práctica del Consejo de Seguridad demostraba que para la validez de sus Resoluciones 
era suficiente la ausencia de voto negativo de una de las potencias permanentes". 
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3. La Resolución 678 (1990) es una decisión y, de conformidad con el artículo 25 
de la Carta, es obligatoria para todos los Estados miembros de las Naciones Unidas. 
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¿es proporcional el recurso al uso de la fuerza armada para hacer 
frente a un acto de agresión en tanto que crimen internacional? 
La finalidad de la norma es restaurar el statu quo ante (la 
restauración de la soberanía de Kuwait) a una guerra de agresión y, a 
la luz de la intransigente postura mantenida por el régimen de Bagdad 
al respecto, la utilización del uso de la fuerza se presenta como una 
medida proporcionada al fin perseguido, ya que el medio utilizado no 
ha causado mayores males que el bien que se pretendía alcanzar. Así 
pues, el recurso a la fuerza está justificado en orden a restablecer una 
situación alterada por una guerra de agresión que, por otra parte, es 
ilegal e ilegítima. Otra cuestión diferente es el tema de su oportunidad, 
pues, como se dijo en páginas anteriores, desde este óptica se entiende 
que el recurso a la misma fue un tanto precipitado a la vista de los 
resultados del embargo. 
2.2. La Resolución 678, de 28 de noviembre de 1990, del 
Consejo de Seguridad 
El conflicto armado del Golfo ha sido calificado por diferentes 
autores como "legal o ilegal", según la postura adoptada en relación al 
mismo. Así pues, ante estas diferentes calificaciones se hace necesario 
realizar una serie de puntualizaciones sobre la legalidad del uso de la 
fuerza contra Irak. El sistema de seguridad colectiva previsto en la 
Carta de las Naciones Unidas es la clave jurídica sobre la que gira toda 
la polémica entablada en torno a tal posible legalidad o ilegalidad, ya 
que la autorización contenida en la Resolución 678 (1990) del 
Consejo de Seguridad se efectuó en aplicación del referido Capítulo 
VII. Dicho de otro modo, la cuestión a dilucidar es la relativa a la 
legalidad de la Resolución 678 (1990) del Consejo de Seguridad, por 
una parte y si su aplicación —la utilización del uso de la fuerza— es 
conforme a la Carta, por otra. 
La Resolución 678 de 28 de noviembre de 1990 autoriza a los 
Estados miembros que cooperan con el gobierno de Kuwait para que 
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"utilicen todos los medios necesarios para hacer valer y llevar a la 
práctica la Resolución 660 (1990) del Consejo de Seguridad y todas 
las Resoluciones pertinentes que la siguieron y para restablecer la paz 
y la seguridad internacionales en la región". El texto glosado no men-
ciona de forma expresa el término "fuerza", pero permite a los Estados 
que cooperan con Kuwait a emplear "todos los medios necesarios" 
para obligar a Irak, antes del día 15 de enero de 1991, a cumplir plena-
mente las Resoluciones que anteceden a la presente. Por tanto, la 
Resolución no excluye el uso de la fuerza, pero tampoco impone la 
obligación de recurrir a ella; la frase transcrita establece la posibilidad 
de usar la fuerza armada contra Irak. A partir de este momento, las 
opiniones doctrinales vertidas sobre la citada Resolución dan paso a la 
polémica sobre la legalidad 4 o ilegalidad de la misma. En estos 
términos, la citada Resolución será legal si no contraviene las dispo-
siciones de la Carta, esto es, si la Resolución es conforme a la Carta. 
Entiende ANDRÉS SÁENZ DE SANTA MARÍA que a partir 
de la Resolución 678 (1990) la actuación de las Naciones Unidas "se 
desengancha de la legalidad de la Carta" y para PANIAGUA 
REDONDO a partir de esta Resolución se abandona el esquema de 
seguridad colectiva previsto en la Carta pues, entre otras cuestiones, 
4. Sobre la legalidad de la Resolución 678 (1990), BOBBIO, N: Una guerra giusta? 
Sul conflitto del Golfo, Venezia, 1991; FRANCK, P y PATEL, F: Un police action in lieu 
of war: "The old order changeth", en American Journal of International Law, 1991, 
pág. 63 y ss.; LUZZATTO, R: La guerre e il diritto internazionale, en II Corriere 
Giuridico, 1991, pág. 245 y ss.; y SCHACHTER, O: United Nations law in the gulf 
conflict, en American Journal of International Law, 1991, pág. 452 y ss. 
5. Sobre la ilegalidad de la Resolución 678 (1990), ALLEGRETTI, J: Guerra del 
Golfo e Costituzione, en II Foro Italiano, 1991, vol. V, pág. 382 y ss.; FALK, R: A 
proposito del mandato delle Nazione Unite nelle operazioni del Golfo, en Pace Diritti 
dell'Uomo Diritti dei Popoli, 1990, núm. 3, pág. 25 y ss.; y RODOTA, R: La legalitá 
della guerra, en La Repubblica de 25 de enero de 1991. 
6. ANDRÉS SAENZ DE SANTA MARÍA, M : Replica: cuestiones de legalidad en las 
acciones armadas contra Irak, en REDI, 1991, núm. 1, pág. 117. Según esta autora, la 
Resolución 678 (1990) no cumple ninguno de los "mínimos inexcusables para 
mantenerse dentro de la legalidad de la Carta", pues no especifica qué Estados están 
involucrados, no aclara que medidas se han de utilizar, no precisa el ámbito territorial 
de actuación ni concreta el objetivo final de ésta (Id: Replica..., cit., pág. 120). 
7. ANDRÉS SAENZ DE SANTA MARÍA, M : Las Naciones Unidas y la guerra del 
Golfo, en Tiempo de Paz, 1991, núm. 19-20, pág. 52. Según esta autora, desde el texto 
de la Carta, la citada Resolución "marca el punto de abandono del sistema de 
seguridad colectiva para volver a avalar las iniciativas individuales de algunos miem-
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"desde una interpretación formal del artículo 42 y concretamente del 
uso de la fuerza armada por Naciones Unidas, su correcta aplicación 
hubiera requerido de la celebración de los convenios especiales 
previstos en el artículo 43, de la elaboración de planes realizados por 
el Consejo con la ayuda y asistencia del Comité de Estado Mayor, a 
tenor de los artículos 46 y 47; exigencias formales éstas que han 
brillado por su ausencia a lo largo de todo el conflicto del Golfo 
Pérsico" 8. Según estos autores, la Resolución 678 (1990) "encubre 
una nueva dejación de facultades por parte del Consejo el cual, a partir 
de este momento, pierde las riendas del asunto, pasando éstas a las 
9 
manos más decididas y experimentadas de los Estados Unidos" e 
implica "una traslación de funciones del Consejo a los Estados 
miembros contraria a la Carta de las Naciones Unidas" . En el sentir 
bros". Sobre este extremo, afirma CARRILLO SALCEDO que "quienes criticaron este 
conjunto de Resoluciones porque no vieron en él una correcta aplicación del Capítulo 
VII de la Carta y del sistema de seguridad colectiva que en él se instituyó en 1945 
tienen razón... aciertan los críticos... porque la verdad es que no se pretendió la 
aplicación institucionalizada de medidas coercitivas de fuerza armada para 
restablecer la paz y la seguridad internacionales, sino, por el contrario, legitimar la 
decisión de recurrir a la fuerza armada, adoptada fuera de la Organización de 
las Naciones Unidas, mediante una resolución del Consejo de Seguridad de las 
Naciones Unidas" (CARRILLO SALCEDO, J: Curso..., cit., pág. 225). Asimismo, 
VILLANI afirma que la Resolución 678 (1990) "da vita ad un meccanismo operativo 
decentrato, laddove la centralizzacione delle funzioni operative militari rappresenta un 
carattere qualificante del sistema ideato dalla Carta" (VILLANI, U: Lezzioni..., cit., pág. 
94). 
8. PANIAGUA REDONDO, R: La guerra de Corea y el conflicto del Golfo Pérsico: 
dos supuestos prácticos del uso incorrecto de una fuerza armada desde Naciones 
Unidas, en Anuario Internacional CIDOB 1991, Barcelona, 1992, pág. 374. 
9. ANDRÉS SAENZ DE SANTA MARÍA, M : Las Naciones Unidas..., cit., pág. 52. Sobre 
este extremo ANDRÉS SAENZ DE SANTA MARÍA, M : Réplica..., cit., pág. 119; DUPUY, P: 
Aprés la guerre du Golfe, en RGDIP, 1991, núm. 3, pág. 624; WESTON, B: Security 
Council Resolution 678 and Persian Gulf Decision Making: precarious legitimacy, en 
AJIL, 1991, num. 3, págs. 520 y 521; y ZACKLIN, R: Les Nations Unies et la crise du 
Golfe, en "Les aspects juridiques de la crisi et de la guerre du Golfe", Paris, 1991, pág. 
69. 
10. PANIAGUA REDONDO, R: La guerra..., cit., pág. 374. En sentido contrario se 
pronuncia PÉREZ GONZÁLEZ, pues sostiene que las acciones llevadas a cabo a partir de 
la Resolución 678 (1990) "quedaban resguardadas por el título jurídico proporcionado 
por los artículos 2.5, 24, 25, 39, 42, 48 y 49 de la Carta y, a ciertos efectos, por el 
artículo 51 de dicho texto convencional" (PÉREZ GONZÁLEZ, M : Conflicto..., cit., pág. 
37). 
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de los autores comentados, la Resolución 678 (1990) implicó el 
colocar las acciones bélicas contra Irak al margen del sistema institu-
cional previsto en la Carta de las Naciones Unidas, tanto por el oscuro 
papel del Consejo de Seguridad en la dirección y el control de las 
operaciones militares como por su difícil encuadre en el artículo 42 o 
en el artículo 51 de la Carta. ¿Cómo ha actuado el Consejo de Segu-
ridad, en sede del artículo 42 o del artículo 51? 
La correcta respuesta a la cuestión planteada, como señala 
SÁNCHEZ RODRÍGUEZ, solamente puede venir dada por el propio 
Consejo de Seguridad, pero de su ambigua actuación durante la crisis 
del Golfo no puede deducirse de forma fehaciente si la Resolución 678 
(1990) es una manifestación "original de la legítima defensa colectiva" , 
o bien recoge en su seno "el texto del artículo 42 de la Carta" o se 
presenta como una legalización de "la acción de los Estados Unidos y 
sus aliados contra el Irak" ' \ 
Para determinados autores la Resolución 678 (1990) fue 
adoptada en el seno del artículo 51, ya que ante la tendencia a des-
viarse de los procedimientos del Capítulo VII de la Carta se organizó 
"una operación paralela, según el artículo 51 de la Carta —que 
estipula el derecho inherente a la autodefensa individual o colectiva— 
e independiente de las decisiones del Consejo de Seguridad" . Así 
pues, "le droit de legitime defense collective prévu á l'article 51, qui 
avait été suspendu par Taction du Conseil de Sécurité en consequence 
de la Resolution 661, s'est trouvé rétabli par la resolution 678" . Por 
tanto, para estos autores, la base jurídica de la Resolución comentada 
se encuentra en el artículo 51 de la Carta '6. 
1 1 . SÁNCHEZ RODRÍGUEZ, L: La invasión de Kuwait por Irak y la acción del 
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, en "Cursos de Derecho internacional 
de Vitoria Gasteiz", 1991 , pág. 57 . 
12. PINOL RULL, J y otros: Crisis..., cit., pág. 36. 
13. PASTOR RIDRUEJO, J: Curso de Derecho internacional público y organizaciones 
internacionales, Madrid, 1992, pág. 655 . 
14. URQUHART, B: Lecciones del Golfo, en Debats, 1991 , núm. mayo/junio, pág. 
125 y ZACKLIN, R: Les Nations..., cit., pág. 6 0 y ss. 
15. ZACKLIN, R: Les Nations..., cit., pág. 69 . 
1 6 . Sobre esta cuestión GAJA, G: // Consiglio di Sicurezza di fronte 
all 'occupazione del Kuwait: il significato di una autorizzazione, en Rivista di Diritto 
Internazionale, 1990, pág. 6 9 6 y ss.; LUZZATTO, R: Le guerre..., cit., pág. 2 4 5 y ss.; y 
SCHACHTER, O: United Nations..., cit., pág. 4 5 2 y ss. 
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Por su parte, CARRILLO SALCEDO señala que la Resolución 
678 (1990) "legitimó la acción colectiva de fuerza armada de los 
Estados que cooperaron con Kuwait, pero no supuso un uso institu-
cionalizado de la fuerza armada, es decir, una respuesta institucio-
nalizada de la comunidad internacional frente al agresor" . La 
Resolución comentada, en un intento de legitimar la decisión de 
recurrir a la fuerza armada adoptada fuera del marco de las Naciones 
Unidas, implica un abandono de la institucionalización del uso de la 
fuerza en el ámbito de las relaciones internacionales, ya que "«o se 
procedió a una aplicación estricta del artículo 42 de la Carta, esto es, a 
la aplicación de medidas colectivas armadas bajo la autoridad del 
Consejo de Seguridad con la ayuda del Comité de Estado Mayor, sino 
a una especie de autorización de medidas de legítima defensa colec-
tiva, casi en el marco del artículo 51 de la Carta" o, dicho de otro 
modo, la Resolución 678 (1990) conlleva "la reintroducción, de modo 
subrepticio y con muy dudoso fundamento jurídico, del derecho 
inmanente de legítima defensa colectiva, en condiciones muy distintas 
de las previstas y reguladas en el artículo 51 de la Carta de las 
Naciones Unidas" . En otras palabras, el Consejo de Seguridad habría 
autorizado una especie de legítima defensa colectiva . 
En principio, siguiendo la expresión acuñada por CARRILLO 
SALCEDO , la opción de la aplicación de una "desnaturalizada" 
legítima defensa colectiva vendría sustentada por la existencia de un 
ataque armado (agresión de Irak a Kuwait); la referencia de la Resolu-
ción 661 (1990) al artículo 51 de la Carta; y la equivoca redacción de 
la Resolución 678 (1990) sobre la cooperación de los Estados con 
Kuwait. Estas circunstancias apoyan la idea de legítima defensa 
colectiva, mientras que "la originalidad residiría en este caso en que 
vendría avalada para los Estados intervinientes por decisiones del 
propio Consejo de Seguridad" 2 1. 
17. CARRILLO SALCEDO, J: Las Naciones Unidas ante la década de los noventa, en 
"Cursos de Derecho internacional de Vitoria Gasteiz", 1990, pág. 5 1 . 
18. CARRILLO SALCEDO, J: Curso de Derecho internacional público, Madrid, 1991 , 
págs. 2 2 4 y 2 2 5 . 
19. SÁNCHEZ RODRÍGUEZ, L: La invasión de Kuwait..., cit., pág. 35 . 
20. CARRILLO SALCEDO, J: Curso..., cit., pág. 329 . 
2 1 . SÁNCHEZ RODRÍGUEZ, L: La invasión de Kuwait..., cit., pág. 57 . 
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A la luz de las circunstancias apuntadas y de la posterior actua-
ción desarrollada, si bien en un principio parece que la opción elegida 
por el Consejo de Seguridad consiste en autorizar una especie de 
legítima defensa colectiva, posteriormente tal posibilidad no se 
concreta y se decanta, según SÁNCHEZ RODRÍGUEZ, por la utiliza-
ción de los Estados que cooperan con Kuwait "como meros instru-
mentos de una acción genuinamente institucional", ya que dichos 
países "actúan estrictamente en nombre y por cuenta del Consejo de 
Seguridad" . 
¿Se desengancha la Resolución 678 (1990) de la legalidad de la 
Carta? ¿Se abandona el sistema de seguridad colectiva previsto en la 
Carta? ¿Ha autorizado el Consejo de Seguridad una desnaturalizada 
legítima defensa colectiva? ¿Han actuado los Estados como meros 
instrumentos de una acción genuinamente institucional? ¿Cual sería, 
entonces, la mejor opción? Honestamente hay que confesar que es 
difícil inclinarse de forma tajante por una u otras posibilidades. 
Empero, plantearse la cuestión resulta del todo obligado, máxime 
cuando se trata de uno de los temas cruciales en el desarrollo de la 
crisis del Golfo. 
El propósito esencial de las Naciones Unidas es, según el 
artículo 1.1 de la Carta, "mantener la paz y la seguridad internacio-
nales" y, en orden a la consecución del mismo, la organización deberá 
"tomar medidas colectivas eficaces para prevenir y eliminar amenazas 
a la paz, y para suprimir actos de agresión u otros quebrantamientos de 
la paz". Entre las distintas medidas susceptibles de ser adoptadas a tal 
fin se encuentran aquellas que implican el uso de la fuerza (art. 42 
Carta), pudiendo su cumplimiento realizarse a través de los miembros 
de la propia Organización. 
En el contexto descrito, cabe observar que la Resolución 678 
(1990) afirma genéricamente que el Consejo de Seguridad actúa "con 
arreglo al Capítulo VII de la Carta" y, en consecuencia, aunque no se 
22. SÁNCHEZ RODRÍGUEZ, L: La invasión de Kuwait..., cit., pág. 35. 
23. La base legal sobre la que actúa el Consejo de Seguridad para aprobar la 
Resolución es el Capítulo VII de la Carta pero no menciona o precisa el artículo o 
artículos concretos del mismo. Ahora bien, esta postura o ausencia de referencia al 
artículo 42 —como la no mención expressis verbis del artículo 41 en la Resolución 
661 (1990)— responde a la práctica seguida por el Consejo de Seguridad, "que en 
toda su historia sólo se ha referido en una ocasión expresamente a los artículos 41 ó 
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cite de forma expresa, el indicado órgano actúa de conformidad con el 
artículo 42 de dicho texto legal. El ejercicio de las acciones dispuestas 
en el artículo 42 pueden llevarse a término por la vía de los artículos 
43 a 47 2 4 o, en su caso, por la del artículo 48, todos del citado cuerpo 
jurídico. A tenor de éste último artículo " 1 . La acción requerida para 
llevar a cabo las decisiones del Consejo de Seguridad para el mante-
nimiento de la paz y la seguridad internacionales será ejercida por 
todos los miembros de las Naciones Unidas o por alguno de ellos, 
según lo determine el Consejo de Seguridad. 2. Dichas decisiones 
serán llevadas a cabo por los miembros de las Naciones Unidas 
directamente y mediante su acción en los organismos internacionales 
apropiados de los cuales formen parte". 
El precepto glosado, introduciendo una cierta flexibilidad de 
acción en favor del Consejo de Seguridad ", reafirma la obligación de 
los miembros de las Naciones Unidas de ejecutar directamente, y 
mediante su acción en el seno de los organismos internacionales apro-
piados de los que sean miembros, las decisiones adoptadas en virtud 
del Capítulo VII de la Carta. Como puede observarse, el apartado 
primero permite, en el ámbito de los poderes del Consejo de Segu-
ridad, practicar una cierta discriminación —participación selectiva— 
entre los miembros de la Organización , pues el referido órgano 
puede requerir únicamente la participación de ciertos Estados a la hora 
de ejecutar las medidas relativas al mantenimiento de la paz y segu-
ridad internacionales . 
4 2 , a saber, la mención al artículo 4 1 en su Resolución 2 3 2 sobre las sanciones a 
Rhodesia" (DASTIS QUECEDO, A: El uso de la fuerza armada en el Golfo: una 
justificación jurídica, en REDI, 1991 , num. 1, pág. 112). En todo caso, como señala 
ANDRÉS SAENZ DE SANTA MARÍA, el uso de la fuerza contra Irak nos "coloca, en 
efecto, ante los artículos 4 2 y siguientes" (ANDRÉS SAENZ DE SANTA MARÍA, M : 
Réplica..., cit., pág. 118). 
24 . Los artículos 4 3 a 4 6 de la Carta no han sido utilizados por el Consejo de 
Seguridad mientras que el artículo 4 7 ha sido aplicado, si bien en su letra pero no en 
su espíritu. 
2 5 . Según WECKEL, "1'intervention repressive contre l'Irak répond aux buts de 
Taction du Chapitre VII, elle s'inscrit dans la marge d'action discrétionnaire du 
Conseil de Sécurité" (WECKEL, P: Le Chapitre VII de la Charte et son application par 
le Conseil de Sécurité, en AFDI, 1991 , vol. XXXVII, pág. 173). 
26. COT, J y PELLET, A: La Charte des Nations Unies, París, 1991 , pág. 7 5 1 . 
27 . Así, por ejemplo, el Consejo de Seguridad puede desear la participación de 
determinados Estados en razón de su proximidad geográfica, especiales y particulares 
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En íntima conexión con el precepto señalado, hay que referirse 
al artículo 24 de la Carta, en tanto que pone de manifiesto que el 
mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales es el objetivo 
esencial de las Naciones Unidas y, por ello, para la consecución del 
citado objetivo, este artículo hace del Consejo de Seguridad la piedra 
angular sobre la que se construye el sistema de seguridad colectiva 
dispuesta por la Carta, pues se le confia a este respecto la responsa-
bilidad primordial. Así, según el citado precepto " 1 . A fin de asegurar 
acción rápida y eficaz por parte de las Naciones Unidas, sus miembros 
confieren al Consejo de Seguridad la responsabilidad primordial de 
mantener la paz y la seguridad internacionales, y reconocen que el 
Consejo de Seguridad actúa a nombre de ellos al desempeñar las 
funciones que le impone aquella responsabilidad. 2. En el desempeño 
de estas funciones, el Consejo de Seguridad procederá de acuerdo con 
los propósitos y principios de las Naciones Unidas. Los poderes otor-
gados al Consejo de Seguridad para el desempeño de dichas funciones 
quedan definidos en los Capítulos VI, VII, VIII y XII". 
Según el texto del apartado primero, cabe observar que, tras 
conferir al Consejo de Seguridad la responsabilidad primordial de 
mantener la paz y la seguridad internacionales, los Estados miembros 
"reconocen" que el citado órgano "actúa a nombre de ellos"; es decir, 
la presente disposición contiene una auténtica delegación de poder de 
condiciones o su calidad de miembros de una organización internacional de carácter 
regional (GOODRICH, L; HAMBRO, E y SIMONS, A: Charter..., cit, pág. 334) . Por la 
Resolución 6 7 8 (1990) el Consejo de Seguridad "autoriza a unos Estados a hacer uso 
directo de la fuerza (párr. 2) y pide a los restantes que presten apoyo a las acciones 
que aquéllos puedan llevar a cabo en orden a hacer valer la Resolución 6 6 0 (1990) y 
todas las otras pertinentes que la siguieron (párr. 3 ) frente al recalcitrante Irak" (PÉREZ 
GONZÁLEZ, M: Conflicto del Golfo, sanciones internacionales y uso de la fuerza, en 
Tiempo de Paz, 1 9 9 1 , núms. 19-20 , pág. 36 ) . En sentido contrario se pronuncia 
PANIAGUA, pues para este autor "mientras que las medidas que no suponen el uso de la 
fuerza armada se ejecutan a través de la aplicación del art. 4 8 , el uso de la fuerza 
armada... requiere de la previa celebración de un convenio o convenios especiales, 
negociados a iniciativa del Consejo de Seguridad y celebrados entre éste órgano y 
miembros individuales o grupos de miembros, para que pongan a su disposición las 
fuerzas armadas y la ayuda que sea necesaria para mantener o restablecer la paz y la 
seguridad internacionales" (PANIAGUA REDONDO, R: La guerra..., cit., pág. 366) . 
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los Estados miembros en favor del Consejo de Seguridad. Seguida-
mente, en el apartado segundo se establecen los poderes otorgados al 
Consejo de Seguridad para el desempeño de tales funciones. En 
consecuencia, vistos los artículos 48 y 24 de la Carta, puede afirmarse 
que la aplicación del primero de ellos implica necesariamente la 
delegación de una competencia propia del Consejo de Seguridad en 
favor de los Estados miembros que ejerzan la acción requerida para 
llevar a cabo las decisiones del citado órgano para el mantenimiento 
de la paz y la seguridad internacionales, delegación que, como tal, 
debe ir acompañada de un control por parte del delegante sobre la 
actuación realizada por el delegado en el ámbito de la competencia 
delegada. A la vista de los artículos 24, 42 y 48 de la Carta puede 
concluirse que el Consejo de Seguridad puede encomendar a los 
Estados miembros la puesta en práctica de las medidas por él 
dispuestas. 
En el caso concreto de la Resolución 678 (1990), el Consejo de 
Seguridad "pide a todos los Estados que proporcionen apoyo adecuado 
para las medidas que se adopten de conformidad con el párrafo 2 de la 
presente Resolución" y también "pide a los Estados interesados que lo 
mantengan periódicamente informado de lo que ocurra respecto de las 
medidas que se adopten de conformidad con los párrafos 2 y 3 de la 
presente Resolución". De los párrafos glosados se deriva la conclusión 
de que el Consejo de Seguridad, en conformidad con el artículo 48, se 
dirige a algunos miembros de manera selectiva. No obstante, tal 
conclusión podría ponerse en tela de juicio dada la redacción emplea-
da por la Resolución 678 (1990) en los textos transcritos, pues la 
misma se presta a varias interpretaciones y posibles equívocos como 
consecuencia de ser unos textos poco directos. Ahora bien, la opción 
más razonable parece la del artículo 48, porque debe traerse a colación 
la realidad práctica, esto es, los desarrollos posteriores que permitieron 
comprobar que la intención del Consejo de Seguridad fue la de diri-
girse a algunos Estados de forma selectiva. 
En atención a todo lo escrito, hay que afirmar la conformidad de 
la Resolución 678 (1990) con la Carta de las Naciones Unidas y, por 
tanto, la legalidad de la misma. Cuestión distinta es la relativa a la 
relación entre el artículo 42 y 43 de la Carta. El precepto citado en 
último lugar dispone un sistema de convenios especiales a celebrar 
entre el Consejo de Seguridad y los miembros de la Organización para 
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poner a su disposición las fuerzas armadas y, en consecuencia, ante la 
ausencia de tales convenios —pues el artículo 43 no se aplicó en el 
conflicto del Golfo— cabe preguntarse sobre la virtualidad del artículo 
42 de la Carta. 
Las posturas existentes al respecto son de lo más variado y, así, 
cabe observar numerosas tesis que van desde propuestas formalistas 
que abogan por la necesaria subordinación del artículo 42 al artículo 
43 hasta interpretaciones flexibles que, sobre la base del principio de 
los poderes implícitos y del efecto útil , sostuvieron en los años 
iniciales de las Naciones Unidas la posibilidad de que el Consejo de 
Seguridad decidiese el uso de la fuerza armada a pesar la ausencia de 
tales convenios . En todo caso, atendiendo a los artículos 42 in fine y 
48 de la Carta, puede sostenerse que la falta de conclusión de los 
acuerdos previstos en el artículo 43 "no pueden ser un obstáculo 
insalvable que impida el recurso a este tipo de medidas, por lo que el 
Consejo podría valerse de las fuerzas puestas a su disposición por 
Estados voluntarios" . Por tanto, el Consejo de Seguridad dispone de 
una gran amplitud de facultades a la hora de emplear las fuerzas 
armadas, pudiendo utilizar, ante un caso concreto, las fuerzas nacio-
nales de los Estados miembros para emprender una acción de carácter 
militar. No obstante, si bien las acciones que implican el uso de la 
fuerza armada pueden ser ejercidas por los Estados miembros de las 
Naciones Unidas, dichas acciones deben estar sometidas al control y 
supervisión del Consejo de Seguridad de la citada Organización ; así 
28. CASTAÑEDA, J: Valeur juridique des resolutions des Nations Unies, en RCADI, 
1970, vol. 129, pág. 265 y ss. 
29. Dictamen sobre ciertos gastos de las Naciones Unidas (artículo 17, parágrafo 2, 
de la Carta) (CU, Recueil, 1962, pág. 359 y ss) y Dictamen sobre las consecuencias 
jurídicas para los Estados de la presencia continua de Africa del Sur en Namibia 
(Sudoeste africano), a pesar de la Resolución 276 (1970) del Consejo de Seguridad 
(CU, Recueil, 1971, pág. 53). 
30. GUGGENHEIM, P: Traite de Droit international public, Genéve, 1954, vol. II, 
pág. 272; KELSEN, H: The law of the United Nations, London, 1950, pág., 756 y 
SEYERSTED, F: United Nations Forces, some legal problems, en BYBIL, 1961, pág. 
359 y ss. 
31. ANDRÉS DE SANTA MARÍA, M: Las Naciones Unidas..., cit., pág. 52. 
32. ANDRÉS DE SANTA MARÍA, M : Réplica..., cit., pág. 119. Señala esta autora que 
"el alcance de esta interpretación tiene unos límites irrenunciables que pasan por 
asegurar al Consejo, en todo caso, el control de las medidas a adoptar, en su contenido 
y en su materialización". 
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pues, la cuestión a tratar responde a la pregunta de si existió o no 
control por parte del Consejo de Seguridad, tema que, por razones 
sistemáticas, se examinará en el apartado relativo al control de las 
operaciones militares. 
3. Algunos aspectos relativos a la conducción de las operaciones 
militares de la coalición multinacional 
En el presente apartado hay que referirse, desde la perspectiva 
jurídica y con carácter limitado, a la legalidad de la conducción de las 
hostilidades por parte de las fuerzas multinacionales. A nadie puede 
extrañar que el conflicto armado entre las fuerzas multinacionales y el 
ejército de Irak, cuya finalidad era la liberación de Kuwait y la restau-
ración de su soberanía después de la ocupación y anexión iraquí 
juzgadas ilegales por el Conejo de Seguridad de las Naciones Unidas, 
represente un tipo de conflicto, si no nuevo, sí con unos componentes 
o características propias que lo diferencian de los habidos hasta este 
momento. La proporcionalidad de las operaciones militares ejecutadas 
por los aliados vendrá determinada por los intereses políticos de 
Estados Unidos en la región. En este apartado se analizan dos aspectos 
que son causa de polémica: la proporcionalidad de las operaciones 
militares realizadas por las fuerzas militares y la ausencia de control 
sobre las mismas por parte del Consejo de Seguridad. 
3.1. La proporcionalidad y el uso de la fuerza armada 
La finalidad de este apartado es la de establecer si la interven-
ción de la coalición multinacional, recurriendo al uso de la fuerza 
armada para liberar Kuwait, ha sido proporcionada en relación al 
objetivo perseguido; es decir, una vez determinado el objetivo de las 
operaciones militares, la cuestión a establecer es si el alcance de las 
mismas, globalmente entendidas, ha sido proporcional a la consecu-
ción del objetivo establecido o, por el contrario, el uso de la fuerza ha 
sido desproporcionado, extralimitándose la coalición multinacional en 
su ejercicio. 
La cuestión planteada, a la vista del texto de la Resolución 678 
(1990), más que un carácter jurídico o militar es puramente política. 
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En consecuencia, la respuesta militar aliada, y proporcionalidad de las 
operaciones militares, se ha efectuado en función de los intereses 
meramente políticos de los Estados integrantes de la coalición y, muy 
especialmente, de Estados Unidos, pese a haberse previamente 
afirmado la legalidad del uso de la fuerza contra Irak, en virtud de la 
Resolución 678, de 28 de noviembre de 1990, del Consejo de Segu-
ridad. Así pues, es necesario establecer si el recurso a la fuerza armada 
ha sido empleado dentro de los límites determinados por el objetivo 
consistente en "restablecer la paz y la seguridad internacionales en la 
región" (apartado tercero de la Resolución 678 (1992). El análisis que 
se propone realizar debe partir necesariamente de los términos 
utilizados por la Resolución 678 (1990) y, en este sentido, dichos 
términos son excesivamente amplios a la hora de disponer los obje-
tivos que deben conseguirse mediante el uso de la fuerza. Así, según la 
citada Resolución, el objetivo es "hacer valer y llevar a la práctica la 
Resolución 660 (1990) y todas las Resoluciones pertinentes que la 
siguieron" y el restablecimiento de "la paz y la seguridad interna-
cionales en la región". Por tanto, en un principio, la Resolución con-
templada no establece unos límites concretos a la actuación armada de 
los aliados. 
A pesar de la amplitud de los términos utilizados, el uso de la 
fuerza por parte de la coalición internacional tenía por objetivo liberar 
Kuwait y, de esta forma, restaurar su soberanía tras la ocupación y 
anexión realizada por Irak mediante la invasión del referido Estado, 
sin afectar el régimen político de Irak. Por ello, como quedó después 
patente, la coalición internacional se limitó únicamente a liberar el 
pequeño emirato: las operaciones militares quedaron reducidas sola-
mente a la estricta finalidad de echar al ejército iraquí del territorio 
kuwaití . A la luz de esta postura cabe sostener que las fuerzas 
multinacionales actuaron dentro del marco de la Resolución 678 
33. El día 28 de febrero de 1991, cuando el Presidente BUSH anunció el fin de la 
guerra del Golfo, se ponía de manifiesto que la misma no tenía por finalidad acabar 
con el régimen de Bagdad. Así, a pesar de que el general SCHWARZKOPF había 
afirmado un día antes que "no hay nada entre nosotros y Bagdad", recibió la orden de 
detener el avance de las tropas aliadas. 
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(1990) M , pues se limitaron a conseguir la retirada del ejército iraquí de 
Kuwait. ¿Por qué no prosiguieron en su avance las tropas multina-
cionales hasta Bagdad? 
La respuesta a la pregunta planteada depende, más que el deseo 
de aplicar estrictamente la invitación-delegación del Consejo de 
Seguridad, de la posible respuesta a la cuestión de si convenía a los 
intereses norteamericanos la existencia de un Irak fragmentado. La 
aplastante victoria militar de la coalición internacional "puso a dispo-
sición del directorio internacional las ocasiones y los medios necesa-
rios para destruir el régimen de Hussein, liberar a los kurdos y 
reorientar al Irak por las vías del desarrollo pacífico" 3 5. Pero, a pesar 
de ello, los intereses políticos determinaron que la guerra del Golfo no 
implicara una alteración de la situación existente en el momento 
anterior a la invasión iraquí de Kuwait: la coalición se limitó a restau-
rar el statu quo ante en la región. Alguien podría preguntarse por qué 
si el objetivo fijado por el Consejo de Seguridad era expulsar del 
emirato al ejército iraquí se atacaron objetivos militares en territorio 
de Irak, es decir, ¿podría entenderse estos ataques como un propósito 
de la coalición multinacional de sobrepasar los objetivos fijados por el 
Consejo de Seguridad y eliminar el régimen de SAD AM HUSEIN? 
La respuesta debe ser necesariamente negativa, ya que los 
ataques a objetivos militares iraquíes en su propio territorio obedecen 
a la lógica de guerra y, en ningún caso, a un deseo de extralimitarse en 
la consecución de los objetivos fijados por Naciones Unidas. La lógica 
militar deja claro que sería un contrasentido intentar liberar Kuwait de 
las tropas iraquíes sin atacar los objetivos militares existentes en Irak, 
pues fue desde su país de origen desde donde el ejército iraquí recibía 
34. "La correcta aplicación de las medidas autorizadas en el Capítulo VII de la 
Carta de las N.U. significa que su objetivo es restablecer la paz y la seguridad 
internacional. En el caso de la Resolución 678 esto se concreta en que las medidas de 
fuerza no tienen como objetivo alcanzar una victoria militar sobre Irak sino que deben 
limitarse al objetivo de conseguir la retirada de las tropas iraquíes de Kuwait" 
(Reunión de Profesores de Derecho de las Universidades Central y Autónoma de 
Barcelona: La guerra del Golfo y los derechos de las gentes, Barcelona, 1991 , pág. 5). 
35. HERRERO DE MIÑÓN, M : La tiranía del statu quo, en La Vanguardia, 28 de julio 
de 1991 . 
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los suministros, recambios, refuerzos y las ordenes que deben cumplir . 
El objetivo perseguido, y previsto en la Resolución 678 (1990), es la 
liberación de Kuwait y para conseguirlo los Estados miembros de 
Naciones Unidas que cooperen con el gobierno de kuwaití pueden 
utilizar "todos los medios necesarios", consecuentemente, cabía atacar 
a Irak en su propio territorio sin que ello supusiera un ir más allá de lo 
dispuesto por la Resolución de la citada organización internacional. 
Por otra parte, podría alegarse que la ocupación de parte del territorio 
iraquí por las fuerzas mult inacionales es contrario al objetivo 
perseguido por la Resolución 678 (1990) del Consejo de Seguridad en 
tanto que sobrepasa el mismo. Sin embargo, tal ocupación — 
momentánea— respondía a la "lógica de guerra" y no al deseo de 
conquistar o destruir militarmente el Estado iraquí. Esta afirmación 
tiene un doble sustento, a saber: en primer lugar, la orden de detener el 
avance sobre Bagdad una vez el régimen iraquí aceptó, el día 6 de 
abril de 1991, las condiciones del alto el fuego contenidas en la 
histórica Resolución 687, de 3 de abril de ese mismo año y, en 
segundo lugar, la rápida retirada de las fuerzas norteamericanas "que 
eliminó progresivamente la credibilidad de una amenaza de nueva 
intervención" 3 7. 
En definitiva, las operaciones militares llevadas a cabo por la 
coalición internacional estuvieron en conformidad con la autorización 
dispuesta en la Resolución 678 (1990) del Consejo de Seguridad, pues 
se limitaron única y exclusivamente a liberar Kuwait, restableciendo 
tanto su soberanía como sus instituciones políticas, sin que tales 
operaciones militares puedan considerarse como un intento de 
eliminar el régimen iraquí. La aplicación de la Resolución 678 (1990) 
ha consistido únicamente en obligar a Irak a observar una conducta 
determinada: su retirada de territorio kuwaití. 
36. SÁNCHEZ RODRÍGUEZ, L: Problemas jurídicos en torno a la guerra del Golfo, en 
La Ley, 1991, núm. 2 .693 , pág. 4 . Como señala este autor, la utilización de "todos los 
medios necesarios" debe entenderse como "extensible a las fuerzas armadas de Irak 
situadas en su propio territorio que sirven como reserva o enlace con las fuerzas 
destacadas en territorio de Kuwait, dado que tácticamente se hallan en disposición de 
intervenir". 
37. KISSINGER, H: EEUU en el Golfo, en El País, 1 5 de mayo de 1991. 
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38 . REMIRO BROTONS, A: La crisis del Golfo y el nuevo orden internacional, en 
Política Exterior, 1990, núm. 17, pág. 100. 
39 . ANDRÉS SAENZ DE SANTA MARÍA, M : Las Naciones Unidas y la guerra del 
Golfo, en Tiempo de Paz, 1991 , num., 19-20, pág. 49 . 
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3.2. El control de las operaciones militares 
La cuestión a dilucidar es la de si las acciones armadas ejecuta-
das por los Estados miembros de las Naciones Unidas durante la 
guerra del Golfo han estado sometidas al control y supervisión del 
Consejo de Seguridad. Por ello, en las páginas que siguen, se centra la 
atención en los siguientes puntos, a saber: el Comité de Estado Mayor, 
la posible incidencia de la ausencia de control sobre la Resolución 678 
(1990) y la actuación de Estados Unidos durante la guerra del Golfo, 
por otra. 
3.2.1. El Comité de Estado Mayor 
En virtud de las misiones contenidas en el precepto 47 de la 
Carta, el Comité de Estado Mayor estaba llamado a ejercer importan-
tes competencias y así, entre las distintas misiones que tenía enco-
mendadas, era responsable de la dirección estratégica de todas las 
fuerzas armadas puestas a disposición del Consejo de Seguridad. Sin 
embargo, la realidad fue otra muy distinta. 
El planteamiento argumentado en el párrafo precedente permite 
afirmar que el artículo 42 de la Carta se encuentra íntimamente 
conectado al Comité de Estado Mayor. No obstante, la Resolución 678 
(1990) guarda el más absoluto silencio sobre el citado Comité. Esta 
circunstancia ha sido alegada por algún sector doctrinal para invocar la 
ilegalidad de la indicada Resolución y, por ello, antes de analizar tal 
extremo, se hace del todo necesario una breve referencia al papel 
encomendado a dicho Comité durante la crisis del Golfo. 
En un primer momento, las Resoluciones iniciales del Consejo 
de Seguridad sobre la crisis del Golfo se presentaron para el Comité de 
Estado Mayor como "una segunda oportunidad para pasar de las 
páginas amarillentas a las páginas amarillas de un sistema de seguri-
dad colectiva que parece regenerarse gracias a la recuperación del 
postulado sobre el que fue construido" o, cuando menos, como una 
"satisfactoria revitalización del sistema" . 
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El optimismo demostrado en relación a la figura del Comité de 
Estado Mayor viene determinado por el contenido de la Resolución 
665 de 25 de agosto de 1990, pues la misma no sólo dispone el control 
del Consejo de Seguridad sobre las acciones de bloqueo naval, 
mediante la presentación de informes al citado órgano por parte de los 
Estados, sino que además pide "a los Estados interesados que 
coordinen su acción... utilizando según corresponda el mecanismo del 
Comité de Estado Mayor". Ante tanto optimismo, algún autor ya 
apuntaba con acierto que "el t iempo confirmará si la mención 
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calculadamente vaga del Comité se limitó a salvar las apariencias" , 
porque, como quedó demostrado posteriormente, el Comité de Estado 
Mayor nunca llegó a salir de su lánguida existencia. 
La decepción apareció con la Resolución 678 (1990) que supuso 
una quiebra de la lógica mantenida por las Resoluciones anteriores, ya 
que la misma cambia de rumbo y el Comité de Estado Mayor es 
nuevamente olvidado. Curiosamente, mientras la Resolución 665 
(1990) autorizaba un uso mínimo de fuerza, ("a que utilicen las 
medidas proporcionadas a las circunstancias concretas que sean 
necesarias"), bajo la autoridad del Consejo de Seguridad, y disponía la 
coordinación de las sanciones en base al mecanismo del Comité de 
Estado Mayor, la Resolución 678 (1990), que permite el uso de la 
fuerza armada, no contenía referencia alguna al establecimiento de 
mecanismos de control y, mucho menos, al tan citado Comité. Dicho 
de otro modo, la Resolución 678 (1990) solamente contiene la petición 
de que los Estados interesados "mantengan periódicamente informado 
de lo que ocurra" al Consejo de Seguridad, por un lado, y la decisión 
de "mantener en examen la cuestión", por otro. Entonces, ¿cómo ha 
podido el Consejo de Seguridad juzga r la opor tunidad de las 
operaciones militares? 
La respuesta es rápida y concluyente: el Consejo de Seguridad 
no ha podido en ningún momento participar directamente en las 
operaciones militares, ya que su participación venía dada por la 
supervisión de las mismas a través del Comité de Estado Mayor. El 
Comité de Estado Mayor no participó en modo alguno en dichas 
40 . REMIRO BROTONS, A: La crisis..., cit., pág. 101. 
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operaciones, por extensión, el Consejo de Seguridad no pudo centra-
lizar las acciones , pues el canal para ello es el Comité de Estado 
Mayor. Por tanto, cabe hablar de una ausencia de control por parte del 
Consejo de Seguridad del uso de la fuerza armada por parte de la 
coalición multinacional. 
La ausencia del ejercicio de control por parte del Consejo de 
Seguridad se pone de manifiesto al comprobar que el mismo no se 
reunió entre el 28 de noviembre de 1990 y el 14 de febrero de 1991, 
s iendo a puer ta cer rada en esta ú l t ima ocas ión . En t i ende 
PANIAGUA REDONDO que la circunstancia apuntada es contraria 
al artículo 28.1 de la Carta pues, según este precepto, el Consejo de 
Seguridad debe estar organizado de tal manera que pueda funcionar 
continuamente. Sin embargo, para SÁNCHEZ RODRÍGUEZ, la 
laxitud mostrada por el Consejo de Seguridad durante las operaciones 
militares, como consecuencia de su intervención "discreta, indirecta y 
de segundo grado" en la dirección de las mismas, no implica una 
vulneración de la amplia discrecionalidad que la Carta le otorga en 
sentido jurídico . 
La afirmación contenida en los párrafos anteriores se desprende 
de lo dicho en relación al Comité de Estado Mayor, esto es, ausencia 
total del mismo en la participación de las hostilidades unida a una 
inexistencia total del Consejo de Seguridad a la hora de centralizar las 
acciones que implican el uso de la fuerza armada. Como simple botón 
de muestra del no control de las operaciones militares por parte de 
Naciones Unidas, sea suficiente la frase de "no se conocen las 
4 1 . Con las expresivas afirmaciones de "no controlo a los aliados", "una guerra de 
la ONU hubiera sido una guerra que se hubiera decidido dentro del contexto del 
artículo 4 2 de la Carta, y no es el caso" y "... no es una guerra de la ONU. Es una 
guerra autorizada por el Consejo de Seguridad. Y es importante establecer este matiz", 
JAVIER PÉREZ DE CUELLAR manifestaba su malestar y, por ende, confirmaba la 
inexistencia de control alguno por parte del Consejo de Seguridad del desarrollo de las 
hostilidades (El País, 1 4 de febrero de 1991). 
4 2 . El Consejo de Seguridad sólo se ha reunido a puerta cerrada en tres ocasiones: 
en relación a la cuestión de Oriente Medio — 1 5 de noviembre de 1973—, a Chipre — 
24. de julio de 1 9 7 4 — y Sahara Occidental — 6 de noviembre de 1975. 
4 3 . PANIAGUA REDONDO, R: La guerra..., cit., pág. 3 7 3 . 
4 4 . SÁNCHEZ RODRÍGUEZ, L: La invasión de Kuwait..., cit., pág. 5 8 . 
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acciones de guerra de los aliados" (JAVIER PÉREZ DE CUELLAR). 
Por tanto, como afirma URQUHART 4 5 la propia idea de un mandato 
de las Naciones Unidas amparado por el Consejo de Seguridad nunca 
fue considerado seriamente por lo que respecta a las operaciones de 
cumplimiento de las Resoluciones en el Golfo, pues cualquier suge-
rencia respecto de que las fuerzas militares desplegadas en la región 
debieran ponerse a las órdenes del Comité de Estado Mayor, y del 
Consejo de Seguridad, era considerada por las autoridades estatales de 
dichas fuerzas como algo poco realista e incluso inaceptable. 
A la situación jurídica indicada cabe añadir dos circunstancias 
más, que confirman la ausencia de control alguno: en primer lugar, a 
nivel moral, la declaración del Secretario General de Naciones Unidas, 
PÉREZ DE CUELLAR, al afirmar que no se trata de una guerra de las 
Naciones Unidas porque el Consejo de Seguridad, a través de sus 
Resoluciones, así lo ha decidido, decisión adoptada probablemente 
para evitar que el Comité de Estado Mayor "interfiera en la acción 
militar". En definitiva, las operaciones militares no fueron controladas 
por el Consejo de Seguridad, sino que además se vio obligado, al igual 
que los Estados miembros de la coalición multinacional, a seguir "lo 
que dicta el interés de quien soporta el peso fundamental de las 
operaciones bélicas" . 
La segunda circunstancia es la constatación de una realidad: las 
Naciones Unidas han ido durante toda la crisis "a remolque" de las 
acciones llevadas a cabo por Estados Unidos y sus aliados; esto es, las 
Naciones Unidas han sido un mero instrumento legalizador de la 
guerra . En cuanto a mantener periódicamente informado al Consejo 
de Seguridad, Estados Unidos tampoco cumplió con esta obligación; 
en efecto, la información era transmitida al Consejo de Seguridad de 
45. URQUHART, B: Lecciones del Golfo, en Debats, 1991, núm. marzo/junio, pág. 
126. 
46. "Una guerra de la ONU hubiera sido una guerra que se hubiera decidido dentro 
del contexto del artículo 42 de la Carta, y no es el caso. Se ha hecho una formulación 
un poco intermedia" (El País, 24 de febrero de 1991). 
47. El País, 26 de febrero de 1991. 
48. Estados Unidos necesitaba de las Naciones Unidas para que no se hablara de 
una acción unilateral norteamericana ajena a los intereses de la Comunidad Interna-
cional, levantando posibles críticas. 
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forma tardía y, en la mayoría de los casos, incompleta o fugaz. En este 
sentido, puede comprobarse que lo que ha ocurrido durante la guerra 
ha sido transmitido al Consejo de Seguridad de una manera condi-
cionada por los intereses de Estados Unidos. No obstante, a pesar de 
este silencio informativo, el Consejo de Seguridad no elevó ninguna 
protesta. 
En el lapso de tiempo precedente al día 15 de enero, el Consejo 
de Seguridad desaparecía progresivamente de la escena política, 
centrándose la atención internacional tanto en el Presidente BUSH 
como en SADAM HUSEIN. Contrariamente a lo que pudiera pensar-
se, el Consejo de Seguridad no demostró ningún interés en permanecer 
en sesión permanente o continuada ni en celebrar debates sobre la 
situación existente, quebrando tal circunstancia la lógica subyacente 
del artículo 28 de la Carta 4 9 . 
La actuación del Consejo de Seguridad durante la crisis y guerra 
del Golfo se correspondió con los deseos de Estados Unidos, conver-
tido en "paladín", al menos en aquel caso, de la defensa del Derecho 
internacional, ya que la invocación del mismo en aquella coyuntura, 
fundamentada en el rechazo a la invasión de Kuwait correspondía a la 
firme voluntad de Estados Unidos de ser la potencia hegemonica que 
disponga la reorganización del equilibrio en la región, amén de 
obtener los mayores beneficios resultantes de la guerra. Ahora bien, 
conseguido el respaldo internacional, la Administración BUSH tenía 
que evitar la intromisión —el control— del Consejo de Seguridad en 
el desarrollo de las acciones encaminadas a poner fin a la crisis, 
objetivo que consiguió al imponer sus criterios en el Consejo de Segu-
ridad y, por ende, en las Resoluciones aprobadas en su seno . 
49. " 1 . El Consejo de Seguridad será organizado de modo que pueda funcionar 
continuamente. Con tal fin, cada miembro del Consejo de Seguridad tendrá en todo 
momento su representante en la sede de la Organización. 2. El Consejo de Seguridad 
celebrará reuniones periódicas en las cuales cada uno de sus miembros podrá, si lo 
desea, hacerse representar por un miembro de su Gobierno o por otro representante 
especialmente designado. 3. El Consejo de Seguridad podrá celebrar reuniones en 
cualesquiera lugares, fuera de la sede de la Organización, que juzgue más apropiados 
para facilitar sus labores". 
50. En todo caso, resulta obvio que las Naciones Unidas en ningún momento habría 
podido imponer restricciones a las acciones, especialmente a las militares, emprendidas 
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La invasión y posterior anexión de Kuwait por Irak fue un claro 
acto de agresión y, por ello, Irak es un infractor del Derecho interna-
cional. Ahora bien, es desalentador que Estados Unidos, y sus aliados, 
bajo el pretexto de defender el Derecho internacional hayan persegui-
do cumplir otros intereses muy distintos (por ejemplo, los del crudo, 
estratégicos, económicos, etc.) que, por puro azar, han coincidido con 
los del Derecho internacional, con lo que éste último ha salido, según 
algunos autores, fortalecido. Pero ¿qué hubiera ocurrido si los 
intereses de Estados Unidos fueran coincidentes con los del Estado 
agresor? Mucho nos tememos que de haber ocurrido tal circunstancia, 
la defensa de la ley internacional no hubiera sido suficiente motivo 
para llevar a cabo una acción como la desplegada durante la crisis y 
guerra del Golfo. En conclusión, los Estados Unidos consiguieron 
imponer su particular voluntad al Consejo de Seguridad, siendo el 
lider indiscutible tanto en el seno de dicho órgano como en la direc-
ción de la guerra; así pues, las Naciones Unidas han jugado un mero 
papel de "instancia de legitimación" 5 1 durante el conflicto del Golfo 
Pérsico, sin que ello suponga una vulneración de la legalidad de la 
Carta. 
En otro orden de cosas, de haber funcionado el Comité de 
Estado Mayor, cabe preguntarse tanto sobre su operatividad en la 
dirección estratégica de todas las fuerzas armadas aliadas como en su 
misión de vía de información al Consejo de Seguridad de las opera-
ciones militares para que éste participara directamente en las mismas. 
Sinceramente, hay que poner en duda que el funcionamiento del 
Comité de Estado Mayor hubiera permitido otro desenlace en el 
terreno de la batalla, pues no debe olvidarse que dicho Comité está 
integrado por representantes militares de los cinco miembros perm-
anentes del Consejo de Seguridad, los cuales consensuaron y votaron 
la Resolución 678 (1990) * 
por Estados Unidos sin el consentimiento de este último por ser miembro permanente 
del Consejo de Seguridad. 
5 1 . CARRILLO SALCEDO, J: Curso..., cit., pág. 224 . 
52. SÁNCHEZ RODRÍGUEZ, L: La invasión de Kuwait..., cit., pág. 56. Como señala 
este autor "la constitución del Comité de Estado Mayor no hubiera garantizado, ni 
posibilitado un mayor grado de institucionalización en las operaciones armadas 
durante la crisis". 
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53. ANDRÉS DE SANTA MARÍA, M : Réplica..., cit., pág. 119. 
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3.2.2. La ausencia de control en relación a la Resolución 678 
(1990) del Consejo de Seguridad 
En esta tesitura, una vez examinada la cuestión relativa al 
control de las operaciones militares, hay que determinar la incidencia 
de esta ausencia de control en relación al hecho de que el Consejo de 
Seguridad se sirviera de las fuerzas armadas de los Estados miembros: 
¿implica la ausencia de control la ilegalidad de la Resolución 678 
(1990)? 
En conexión con el tema planteado y como cuestión previa debe 
traerse a colación dos ideas, a saber: en primer lugar, como se ha 
indicado en páginas anteriores, la Resolución 678 (1990) es conforme 
a la Carta y, por tanto, legal. En segundo lugar, también se ha afirmado 
en otro lugar que la Resolución 678 (1990) es legítima. Así pues, la 
ausencia de control por parte del Consejo de Seguridad de las 
operaciones militares llevadas a cabo por las fuerzas multilaterales 
contra Irak no conlleva la ilegalidad o ilegitimidad de la Resolución 
678 (1990) al menos prima facie. 
En relación al mecanismo previsto en el Capítulo VII de la 
Carta, la Resolución 678 (1990) no aseguró al Consejo de Seguridad el 
control de las medidas adoptadas y, en consecuencia, podría cues-
tionarse la legalidad del ejercicio del uso de la fuerza contra Irak, ya 
que la acción militar desplegada por las fuerzas multilaterales contra-
dice el texto de la Carta en el aspecto relativo al control de las medidas 
adoptadas por parte del Consejo de Seguridad. 
Algunos autores han afirmado que la Resolución 678 (1990) se 
separa de la legalidad de la Carta, ya que el Consejo de Seguridad se 
excede en sus competencias al trasladar funciones que le son propias a 
los Estados miembros, máxime cuando el Consejo de Seguridad, en 
tanto que delegante de dichas funciones, no controló a los Estados 
delegados en el cumplimiento de las mismas. Según este plantea-
miento, el Consejo de Seguridad a la hora de adoptar la Resolución 
678 (1990) fue más allá de su autoridad y, en consecuencia, al renun-
ciar al control de las medidas vulneró el mínimo irrenunciable que 
pasa "por asegurar al Consejo, en todo caso, el control de las medidas 
a adoptar, en su contenido y en su materialización" . 
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En relación a la afirmación de que el Consejo de Seguridad, al 
adoptar la Resolución 678 (1990), fue más allá de su autoridad, al no 
ejercer el control de las acciones armadas contra Irak, hay que traer a 
colación varias circunstancias, a saber: a) la obligatoriedad por parte 
del Consejo de Seguridad de constituir el Comité de Estado Mayor y 
b) el problema de la validez de los actos ultra vires de las resolucio-
nes de las organizaciones internacionales. 
a) El Consejo de Seguridad no tiene la obligación jurídica de 
hacer efectivas las tareas del Comité de Estado Mayor, pues, según el 
artículo 47 de la Carta, dispone que dicho Comité "se establecerá" y, 
en consecuencia, todo parece indicar que la Carta deja en manos del 
Consejo de Seguridad la decisión al respecto . En todo caso, para 
evitar repeticiones, téngase por reproducido lo comentado al tratar de 
la participación del Comité de Estado Mayor en la crisis del Golfo. 
b) La otra cuestión está relacionada con la validez jurídica de 
los actos ultra vires de las organizaciones internacionales. En la gran 
mayoría de las organizaciones internacionales no existe un sistema de 
control encargado de determinar la validez de los actos resultantes de 
la actividad ultra vires de sus órganos. La práctica internacional ha 
permitido distinguir entre actos ultra vires materiales o sustantivos y 
actos ultra vires procedimentales. Los primeros, excepto disposición 
expresa en contrario, dejan de producir efectos desde el momento en 
que se ha declarado la nulidad del acto, es decir, los efectos jurídicos 
del acto no son ab initio . Los eventuales vicios de los citados en 
segundo lugar, siempre que no lleven a una decisión equivocada o a un 
error judicial, pueden ser convalidados . Por otra parte, en relación 
con los actos ultra vires de las organizaciones internacionales, la 
54. Sobre este extremo, SÁNCHEZ RODRÍGUEZ, L: La invasión de Kuwait..., cit., pág. 
56. 
55. Dictamen sobre la "Composition du Comité de la Sécurité Maritime de 1'Orga-
nisation Intergouvernementale Consultative de la Navigation Maritime" (CU, Recueil, 
1969, pág. 171). Al respecto, artículo 7.3 del Tratado de la OIT y el artículo 86 de la 
Convención de Aviación civil Internacional en relación a la OACI. 
56. Dictamen sobre "Certaines dépenses des Nations Unies" (CU, Recueil, 1962, 
pág. 168) y "Appel copncernant la competence du Conseil de rOACI" (CU, Recueil, 
1972, págs. 69 y 70). 
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57. Y, en el ámbito de las organizaciones internacionales, podría sostener que las 
decisiones adoptadas por amplias mayorías —o por consenso— "and that the very fact 
of general acceptability excludes the possibility of illegality" (LAUTERPACHT, L: The 
development of the law of international organization by the decisions of international 
tribunals, en RdesC, 1976, IV, págs. 393 y 394). Sobre el estatus legal de los actos 
ultra vires, OSIEKE, E: The legal validity of ultra vires decisions of international 
organizations, en The American Journal of International Law, 1983, vol. 77, pág. 239 
y ss. 
58. ROBINSON, J: Metamorphosis of the United Nations, en RCADI, 1958, t. 94, 
pág. 558 y ss. 
59. A modo de ejemplo, las profundas transformaciones en el ámbito de las 
funciones del Secretario General fruto de la práctica de la Organización; la posibilidad 
de que el Consejo de Seguridad pueda adoptar decisiones de fondo aún cuando alguno 
de sus miembros permanentes se abstenga en la votación (Dictamen de 21 de junio de 
1970 sobre las consecuencias jurídicas para los Estados de la presencia continuada de 
Africa del Sur en Namibia —Sudoeste Africano— a pesar de la Resolución 276 
(1979) del Consejo de Seguridad); etc. 
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práctica internacional también permite sostener la validez de dichos 
actos cuando tienen su fundamento en un amplio consenso político. 
Sobre la base de lo afirmado en el párrafo anterior puede seña-
larse la posible actuación ultra vires del Consejo de Seguridad en la 
Resolución 678 (1990), al omitir voluntariamente el control de las 
acciones militares contra Irak, si bien tal actividad queda convalidada 
por la práctica ulterior al no haberse producido protesta alguna en el 
seno del Consejo de Seguridad. Asimismo, a la no protesta, cabe 
sumar otra circunstancia más que parece revalidar la legalidad del uso 
de la fuerza armada: la Resolución 678 (1990) tiene su fundamento en 
el amplio consenso político existente en esos momentos . 
La posible ilegalidad del uso de la fuerza contra Irak como 
consecuencia de la ausencia de control por parte del Consejo de 
Seguridad podría justificarse e incluso subsanarse desde la perspectiva 
dinámica que conlleva la práctica de la Organización. Así, al correr de 
los años se han ido operando numerosas transformaciones en el seno 
de las Naciones Unidas y, de esta forma, en su seno se han llevado a 
cabo prácticas que distan mucho de estar en conformidad con la letra y 
espíritu de su Carta o, cuando menos, no contempladas en dicho texto 
y que, resultado del consenso político, han sido aceptadas . 
A la luz de la consideración precedente puede plantearse la 
Resolución 678 (1990) como el origen de una práctica general de la 
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Organización Dicho de otro modo, ante el consenso político 
existente entre los Estados miembros, podría estarse en presencia de 
una reforma desde la práctica de las Naciones Unidas, esto es, no 
siguiendo el procedimiento estatutario del artículo 108 de la Carta, 
cons i s ten te en la autor izac ión ins t i tuc ional , mediante una 
Resolución del Consejo de Seguridad, para el uso de la fuerza 
armada presc ind iendo d icho Consejo del control de las 
operaciones militares. Ahora bien, no debe desconocerse el peligro 
que tal práctica puede conllevar y que, recientemente, se ha podido 
comprobar: las operaciones militares aéreas realizadas por Estados 
Unidos en enero de 1993 sobre territorio iraquí. 
En el contexto concreto de la Resolución 678 (1990), debe 
afirmarse que, la voluntaria ausencia de control por parte del delegante 
sobre los delegados, no implica la ilegalidad de las acciones armadas 
contra Irak , pero si pone de manifiesto que la práctica internacional , 
resultante de la realidad política, esta divorciada de la estipulación 
jurídica. 
La coyuntura existente durante la crisis y guerra del Golfo 6 3 
permitía por vez primera la plena aplicación de la Carta de las 
Naciones Unidas y, concretamente, su Capítulo VII; no obstante, el 
Consejo de Seguridad dejó pasar esta oportunidad sin aplicar hasta sus 
últimas consecuencias el sistema de seguridad colectiva, prefiriendo 
6 0 . OJINAGA, Ch: Las Naciones Unidas en la crisis del Golfo, en Cuadernos 
Jurídicos, 1993, núm. 5, pág. 2 6 y ss. Se pregunta la autora "¿nos hallamos en el caso 
de la Resolución 6 7 8 ante lo que pudiera ser el inicio de una práctica contra legem, 
pero dotada de fundamento jurídico por la existencia en tal sentido de un consenso 
político entre los Estados miembros de la Organización?". 
61. La delegación de competencias ha sido conforme a la Carta mientras que la no 
previsión de un control se presenta como un posible defecto formal susceptible de ser 
subsanado y que, en todo caso, el Consejo de Seguridad ha subsanado al no declarar 
que las acciones armadas contra Irak fueron en contra de los intereses del delegante. 
6 2 . La no actuación del Consejo de Seguridad en determinados casos (p. ej., 
Granada y Panama), las medidas adoptadas por terceros Estados fuera del seno del 
Consejo de Seguridad (p. ej. represalias contra la Argentina —Islas Malvinas— e 
Irán), etc. 
6 3 . La situación existente en esos momentos para la aplicación del sistema de 
seguridad colectiva plasmado en el Capítulo VII de la Carta era del todo favorable 
pues, por un lado, la tensión ideológica Este-Oeste que durante años paralizó el 
Consejo de Seguridad era historia: la bipolaridad había desparecido y se había conso-
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en su lugar una "formulación intermedia" 6 4 cuyo resultado puede ser 
el inicio de una posible práctica de la Organización en el campo del 
mantenimiento de la paz y seguridad internacionales. Así, en el 
supuesto de que ello se confirme, ésta puede conllevar, como ha 
quedado patente en la guerra del Golfo, una serie de riesgos, pues la 
acción armada quedará en manos de la superpotencia de turno —por 
ejemplo, Estados Unidos de América en la guerra del Golfo—, 
mientras que el papel desempeñado por las Naciones Unidas será 
marginal , limitándose a autorizar el uso de la fuerza armada y, de 
esta forma, legit imando el recurso a dicha fuerza decidido por 
cualquier Estado en defensa del Derecho internacional . En otras 
palabras, como señala PASTOR RIDRUEJO puede ocurrir que "en la 
ejecución de las medidas se prescinda nuevamente de la comunidad 
internacional organizada y se autoricen acciones coercitivas no ins-
titucionalizadas" . 
En este punto cabe realizar, a modo de breve inventario, las 
siguientes conclusiones: a) el discreto papel del Consejo de Seguridad 
en la dirección y control de las operaciones armadas contra Irak como 
consecuencia, por un lado, del no funcionamiento del Comité de 
Estado Mayor y, por otro, de la única reserva que hace dicho órgano 
de ser informado de los acontecimientos por los propios actores; y b) 
la existencia de una extrema descentralización al autorizar "a los 
Estados miembros que cooperan con el gobierno de Kuwait" para que 
"utilicen todos los medios necesarios". 
lidado la distención Este-Oeste; y, por otro lado, en el propio seno del referido Conse-
jo ningún miembro permanente ejercitó su derecho de veto (desde 1945, han estallado 
en el mundo más de un centenar de conflictos importantes, que han causado la muerte 
de unos 2 0 millones de seres humanos y las Naciones Unidas se han visto impotentes 
ante muchos de esos conflictos debido a los vetos — 2 7 9 — opuestos a la acción del 
Consejo de Seguridad). 
64. JAVIER PÉREZ DE CUELLAR en El País, 12 de febrero de 1991. 
6 5 . DE VISSCHER, Ch: Teorías y realidades en Derecho internacional público, 
Barcelona, 1962, págs. 122 y 123. 
6 6 . CARRILLO SALCEDO, J: Curso..., cit., pág. 3 3 1 . Como afirma este autor es 
necesario "suscitar previamente la cuestión ante el Consejo de Seguridad de las 
Naciones Unidas, a fin de que pueda ser una instancia internacional, y no un Estado, la 
que pueda actuar en defensa del Derecho internacional". 
67 . PASTOR RIDRUEJO, J: Curso..., cit., pág. 7 7 0 . 
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A la vista de lo comentado en los párrafos precedentes, cabe 
sostener la legalidad de la Resolución 678 (1990), esto es, su confor-
midad con la Carta y desestimar la acusación de ilegalidad formulada 
por algunos autores. En todo caso, no debe olvidarse que, en el 
supuesto de que la Asamblea General hubiere entendido que el 
Consejo de Seguridad había violado la legalidad de la Carta, cabría la 
posibilidad de que dicha Asamblea acudiera ante el Tribunal Inter-
nacional de Justicia solicitando, en conformidad con los artículos 96 
de la Carta y 65 del Estatuto del Tribunal , una opinión consultiva 
en orden a establecer la interpretación exacta de los preceptos de la 
Carta presuntamente transgredidos por el Consejo de Seguridad. Como 
es notorio, tal posibilidad en ningún momento fue ejercitada por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas. 
4. Conclusiones 
1. La Resolución 678 (1990) autorizó a los Estados miembros 
que cooperan con Kuwait para que "utilicen todos los medios nece-
sarios para hacer valer y llevar a la práctica la Resolución 660 
(1990)... y todas las Resoluciones que la siguieron y para restablecer la 
paz y la seguridad internacionales en la Región". Como puede 
observarse, el texto transcrito no mencionó expresamente el término 
"fuerza", pero no excluyó el uso de la fuerza, si bien tampoco impuso 
la obligación de recurrir a ella. 
2. La Resolución 678 (1990) no se separa en momento alguno 
de la legalidad, pues, a la luz de los artículos 24, 42 y 48 de la Carta, 
puede afirmarse que la aplicación del primero de ellos implica necesa-
riamente la delegación de una competencia propia del Consejo de 
Seguridad en favor de los Estados miembros que ejerzan la acción 
requerida para realizar las decisiones del mentado órgano para el 
68. " 1 . La Asamblea General o el Consejo de Seguridad podrán solicitar de la 
Corte Internacional de Justicia que emita una opinión consultiva sobre cualquier 
cuestión jurídica". 
69. "1 . La Corte podrá emitir opiniones consultivas respecto de cualquier cuestión 
jurídica, a solicitud de cualquier organismo autorizado para ello por la Carta de las 
Naciones Unidas, o de acuerdo con las disposiciones de la misma". 
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mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales. El Consejo de 
Seguridad puede encomendar a los Estados miembros la puesta en 
práctica de las medidas por él dispuestas y, en consecuencia, hay que 
afirmar la conformidad de la Resolución 678 (1990) con la Carta y, 
por tanto, la legalidad de la misma. 
3. Cuestión distinta es la relativa a la relación entre el artículo 
42 y 43 de la Carta, pues este último dispone un sistema de convenios 
especiales a celebrar entre el Consejo de Seguridad y los miembros de 
la Organización para poner a su disposición las fuerza armadas y ante 
la ausencia de tales convenios —el artículo 43 no se aplicó en la 
guerra del Golfo— podría argumentarse la ilegalidad del uso de la 
fuerza contra Irak. Sin embargo, atendiendo a los artículos 42 in fine y 
48 de la Carta puede sostenerse que la falta de conclusión de los 
referidos acuerdos no pueden ser un obstáculo insalvable que impida 
el recurso a este tipo de medidas, ya que, en este sentido, atendiendo al 
principio de los poderes implícitos y del efecto útil, el Consejo de 
Seguridad dispone de una gran amplitud de facultades a la hora de 
utilizar las fuerzas armadas nacionales de los Estados miembros para 
emprender una acción de carácter militar. 
4. Ahora bien, las acciones militares deben encontrarse bajo el 
control y la supervisión del Consejo de Seguridad y la Resolución 678 
(1990) no aseguró a dicho órgano el control de las medidas militares 
adoptadas conta Irak, pues el Consejo de Seguridad omitió volunta-
riamente el referido control. Empero tal circunstancia no implica per 
se la ilegalidad del uso de la fuerza. 
En el caso examinado puede señalarse la posible actuación 
ultra vires del Consejo de Seguridad en la Resolución 678 (1990), al 
omitir voluntariamente el control de las acciones militares, si bien tal 
actividad queda convalidada por la práctica ulterior al no haberse 
producido protesta alguna en el seno del Consejo de Seguridad. 
Asimismo, a la no protesta cabe añadir: a) la Resolución 678 (1990) 
tiene su fundamento en el amplio consenso político existente en esos 
momentos; b) la no solicitud de una opinión consultiva al respecto 
ante el Tribunal Internacional de Justicia; y c) el Consejo de Segu-
ridad, al tenor del artículo 47 de la Carta, no tiene la obligación 
jurídica de constituir el Comité de Estado Mayor. En definitiva, cabe 
afirmar bien la validez jurídica de la Resolución 678 (1990) del 
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Consejo de Seguridad, o bien una actuación ultra vires convalidada a 
posteriori. 
La Resolución 678 (1990) puede plantearse como el origen de 
una práctica general de la Organización en el campo del manteni-
miento de la paz y seguridad internacionales; ante el consenso político 
existente entre los Estados miembros, podría estarse en presencia de 
una reforma desde la práctica de las Naciones Unidas, consistente en 
la autorización institucional, mediante una Resolución del Consejo de 
Seguridad, para el uso de la fuerza armada prescindiendo dicho 
Consejo del control de las operaciones militares. En el contexto de la 
citada Resolución, debe sostenerse que la voluntaria ausencia de 
control no implica la ilegalidad de las acciones armadas contra Irak, 
pero si pone de manifiesto que la práctica internacional resultante de la 
realidad política, está divorciada de la regulación jurídica. En el caso 
de que tal práctica se confirme, ésta puede acarrear una serie de 
riesgos, pues la acción armada quedará en manos de la superpotencia 
de turno, mientras que el papel de las Naciones Unidas será marginal, 
limitándose a autorizar el uso de la fuerza armada y legitimando el 
recurso a dicha fuerza decidido por cualquier Estado en defensa del 
Derecho internacional. 
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